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Resumen
En Colombia se han efectuado dos grandes reformas de la política pública ambiental (1973-1976, y 1990-1993) que después 
de un cierto grado de consolidación entraron en declive, procesos estos que el presente artículo describe e intenta explicar. En 
últimas, el caso de Colombia demuestra las enormes dificultades de hacer más verde al Estado, un hecho que, en general, se 
ha registrado tanto en países desarrollados como en desarrollo. Se muestra, además, cómo cada una de las reformas ha sido 
acompañada de una nueva visión sobre la relación sociedad y medio ambiente que, conjuntamente con las políticas que orien-
ta, han entrado, con frecuencia, en conflicto con los procesos de desarrollo económico. 
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Greening the Colombian State?
Abstract
In Colombia, there have been two important reformist periods with regard to environmental public policies (1973-1976 and 
1990-1993). In each case, after a certain degree of consolidation, they both entered into decline. This article describes and at-
tempts to explain these processes. Ultimately, the Colombian case demonstrates the enormous difficulties of greening the State, 
a finding common in developing countries. Additionally, the article shows how each reform was accompanied by a new vision 
of the relationship between society and the environment. This vision, along with its corresponding policies, however, frequently 
entered into conflict with processes of economic development.
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Tornar mais verde o Estado colombiano?
Resumo
Na Colômbia se instauraram duas grandes reformas da política pública ambiental (1973-1976, e 1990-1993) que depois de ter 
atingido certo grau de consolidação caíram em desuso. Esses processos são o foco principal que este artigo procura explicar e 
descrever. Por último, o caso da Colômbia demonstra as enormes dificuldades de tornar mais verde o Estado, um fato que, em 
geral, aconteceu quer em países desenvolvidos quer em desenvolvimento. Adicionalmente, o artigo expõe como cada uma das 
reformas tem sido acompanhada de uma nova visão sobre a relação sociedade e meio ambiente que, unida às políticas que 
orienta, entrou em conflito com os processos de desenvolvimento econômico. 
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Hace más de cuatro décadas se inició el 
proceso dirigido a incorporar el tema ambiental como 
una preocupación de Estado, que ha sido descrito y ana-
lizado por autores norteamericanos y europeos, como el 
intento de “hacer más verde al Estado” (greening the 
state), y que chocó desde un principio con el hecho de 
que los gobiernos han sido tradicionalmente protago-
nistas importantes del deterioro ambiental (Eckersley 
2004). Y este propósito entró, también, en tensión, y, 
con frecuencia, en conflicto con las funciones estata-
les tradicionales de mantener el orden interno, abogar 
por el crecimiento económico y ofrecer un conjunto de 
servicios para el bienestar social; una situación que aún 
está lejos de resolverse y que reiteradamente ha llevado 
a poner el tema ambiental como una prioridad menor, e 
incluso a derrotarlo, en el conjunto de la agenda pública 
(Meadowcroft 2007; Janicke y Weidner 1997). 

En este contexto, en Colombia se han efectuado dos 
grandes reformas de la política pública en relación con 
lo que hoy conocemos como el medio ambiente: la 
primera, a principios de los años setenta, mediante la 
expedición del Código de los Recursos Naturales Reno-
vables y del Medio Ambiente (1974), y la reorientación 
de las agencias públicas estatales entonces encargadas 
de la administración de estos recursos –el Instituto 
Nacional para el Desarrollo de los Recursos Naturales 
Renovables (Inderena) y las corporaciones autónomas 
regionales (CAR)–; la segunda, a principios de los años 
noventa, con la incorporación de más de cincuenta ar-
tículos sobre medio ambiente y desarrollo sostenible en 
la nueva Constitución promulgada en 1991, y la Ley 99 
de 1993, mediante la cual se crearon el Ministerio del 
Medio Ambiente y el Sistema Nacional Ambiental, y se 
establecieron otras disposiciones. 

En este artículo se evidencia, a partir del análisis de 
la evolución de las agencias nacionales y regionales, 
cómo cada una de estas reformas de la política pública, 
después de un período de consolidación relativa, entró 
en declive. Y se hacen algunas consideraciones sobre 
el contexto en que se produjo ese fenómeno de retro-
ceso de la institucionalidad ambiental, que muestra los 
grandes obstáculos y contradicciones que existen en 
Colombia para hacer más verde al Estado. El artículo 
se concentra, en particular, en la segunda de las gran-
des reformas y su evolución, pero se refiere también a 

la realizada a principios de la década de los setenta, en 
virtud de que es un antecedente de aquélla y de que nos 
ofrece una perspectiva de más largo plazo sobre las difi-
cultades que han existido en Colombia para incorporar 
lo ambiental como uno de los ejes del desarrollo.

La reforma de principios de los años setenta

Colombia es un país que muestra una larga tradición y 
continuidad formal en el intento de proteger el medio 
ambiente mediante un aparato legal, unas agencias pú-
blicas especializadas, y la pretensión de establecer unas 
políticas ambientales sectoriales, en comparación con 
otros países en desarrollo. De hecho, el conjunto de au-
toridades ambientales, en el ámbito nacional y regional, 
previstas en la Ley 99 de 1993, se construyó en gran 
parte sobre la institucionalidad que le precedió, cuya 
historia se remonta a más de cincuenta años. 

La administración de los recursos naturales  
en los años sesenta

La administración de los recursos naturales en Colom-
bia en el ámbito regional se fue fortaleciendo paulatina-
mente a partir de la creación de la Corporación Autóno-
ma del Valle del Cauca (CVC) en 1954, a la cual se le 
otorgaron competencias específicas en la materia, en el 
norte del departamento del Cauca y en el departamento 
del Valle del Cauca, con énfasis en el manejo y protec-
ción del río Cauca, para fines de generación eléctrica, 
irrigación y control de inundaciones. Con el paso de los 
años fueron ampliadas y reformadas, hasta convertirse 
en la autoridad ambiental del departamento del Valle 
que hoy conocemos. La CVC, que en su momento fue 
creada a imagen y semejanza de la ��������������������Tennessee Valley Au-
thority, sirvió de modelo para las seis nuevas corpora-
ciones autónomas regionales que, con funciones para 
el desarrollo regional y la administración y conservación 
de los recursos naturales renovables, fueron creadas en 
el período 1961-1973 (Nassar 1990; Rodríguez 1994). 

Una de estas corporaciones, la de los Valles del Mag-
dalena y del Sinú (CVM), fue fusionada con la división 
de recursos naturales del Ministerio de Agricultura para 
crear el Instituto Nacional para el Desarrollo de los Re-
cursos Naturales Renovables (Inderena) en el contexto 
de la reforma de la administración pública realizada en 
1968, bajo la presidencia de Carlos Lleras Restrepo. A 
su vez, aquella división había sido creada a partir del in-
forme de la Misión Currie, en 1951, la cual recomendó 
el establecimiento de una entidad que abogara por la 
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ordenada explotación de los recursos naturales renova-
bles del país, cuya competencia se encontraba dispersa 
en diferentes entidades (Currie 1952).

El surgimiento del ambientalismo  
y la reforma de 1974-1978 
En 1974 se expidió el Código de los Recursos Naturales 
Renovables y del Medio Ambiente, una respuesta a la 
Conferencia de Estocolmo sobre Medio Ambiente Hu-
mano, realizada dos años antes, la cual marcó formalmente 
el inicio de la gestión ambiental de Estado en Colombia. 

En efecto, como producto de esta conferencia, además 
de la histórica declaración de principios sobre la protec-
ción ambiental, se acordó, en forma no jurídicamente 
vinculante, que los estados incorporarían en la agenda 
pública el tema ambiental mediante la actualización y ex-
pedición de legislaciones y la conformación de agencias 
públicas para su puesta en marcha. Y el Código colombiano 
fue una ley ambiental pionera en el ámbito global y marcó 
el inicio de la gestión ambiental de Estado en Colombia, en 
un momento en el cual el ambientalismo apenas comenza-
ba a surgir en el país y en la región (Brañes 2001).

Se hace referencia a la gestión ambiental de Estado para 
distinguirla de la aproximación conocida como la con-
servación y aprovechamiento racional de los recursos na-
turales, que surgió con fuerza en las primeras décadas 
del siglo pasado. Mediante esta aproximación se busca 
“explotar racionalmente” esos recursos como un medio 
para asegurar un flujo continuo de sus productos y, en su 
esencia, aún subyace en la orientación de muchas de las 
políticas públicas, manteniendo su vigencia y estando en 
conflicto con la orientación propiamente ambientalista. 

La aproximación del aprovechamiento racional fue re-
tada con fuerza a mediados de los años sesenta por la 
ciencia ecológica y el ambientalismo, al demostrar que 
–al desconocer las complejas interrelaciones entre los 
organismos, y entre éstos y todos los aspectos vivien-
tes y no vivientes de su ambiente– había dado lugar a 
la destrucción o degradación de valiosos ecosistemas. 
Comienza a arraigarse entonces el concepto de la soste-
nibilidad ambiental de las actividades productivas y, con 
él, el principio del derecho a un medio ambiente sano 
de las actuales y futuras generaciones (Miller y Roth-
man 1997; Hays 1998).1

1	 El tema de las visiones sobre las relaciones entre la sociedad y 
el medio ambiente y sus implicaciones para la política ambien-
tal se analiza en Rodríguez 2008b. 

Simultáneamente con la aproximación de la conserva-
ción y uso racional de los recursos naturales renova-
bles coexistía la visión preservacionista, que aboga por 
proteger absolutamente unas áreas naturales vírgenes, 
o con baja perturbación, mediante parques naturales. 
Ésta comenzó a surgir en Estados Unidos a finales del 
siglo XIX, hasta quedar consagrada en la Convención 
del Hemisferio Occidental, en 1940. Precisamente, el 
ambientalismo incorporó como parte de su agenda la 
preservación de valores naturales y paisajísticos únicos 
a través del establecimiento de los parques naturales 
nacionales (Sands 1994).

Es esta nueva concepción, que surge con especial 
fuerza principalmente en Estados Unidos y Europa 
Occidental, la que orienta los acuerdos logrados en la 
Conferencia de Estocolmo. Ésta va a tener una gran 
incidencia en la construcción del Código de Recur-
sos Naturales Renovables y del Medio Ambiente de 
Colombia, y en la reorientación de las organizaciones 
entonces existentes para la administración de los re-
cursos naturales renovables. 

El Inderena y las Corporaciones  
Autónomas Regionales (CAR):  
una institucionalidad en dificultades

Precisamente, en 1976 el Inderena fue reformado para 
convertirlo en la primera autoridad ambiental del país y 
adecuarlo a los nuevos imperativos del Código. Mantu-
vo su sigla pero fue reinterpretada como Instituto de los 
Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambien-
te y conservó también su carácter de instituto nacional 
centralizado, con jurisdicción en la mayor parte del te-
rritorio nacional, exceptuando aquellas áreas en donde 
funcionaban las corporaciones autónomas regionales. 

El Inderena alcanzó su mayor auge durante el gobier-
no del presidente Alfonso López (1974-1978), como se 
evidenció en la gran incidencia que tuvo en la concep-
ción y difícil proceso de aprobación del Código, y en 
la configuración de diversos programas para la gestión 
ambiental, que marcaron la agenda que se realizó hasta 
la nueva reforma, en 1993. De hecho, el conjunto de las 
positivas respuestas que Colombia dio a la Conferencia 
de Estocolmo fue en gran parte propiciado y generado 
por un grupo de ambientalistas vinculados al Inderena, 
muchos de ellos con sustantivas experiencias en el Ins-
tituto Geográfico Agustín Codazzi, la Corporación del 
Valle del Magdalena (CVM), las universidades y las 
nacientes organizaciones ambientales no gubernamen-
tales. Desde la fundación del Instituto, en 1968, este 
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grupo ambientalista había estado en una relación con-
flictiva con el grupo de técnicos que el Instituto heredó 
del Ministerio de Agricultura, atados a la concepción de 
la conservación y aprovechamiento racional de los recur-
sos naturales, pero el Código y la reforma del Inderena 
representaban, ante todo, la nueva concepción. 

Como lo anota Julio Carrizosa:

Fue también la tradición del liberalismo filosófico y de 
su hijo, el pragmatismo, lo que hizo avanzar la gestión 
ambiental durante el gobierno de López Michelsen, 
y lo que logró que el Inderena subsistiera durante los 
doce años siguientes, a pesar de ser varias veces acu-
sado como foco de insurrección y obstáculo al progreso, 
purgado en consecuencia y reducida su jurisdicción, 
resistiendo a pesar de los enormes cambios que sufrió el 
país, generando conciencia ambiental, creando parques, 
deteniendo proyectos absurdos (Carrizosa 2008, 27).

Por su parte, las corporaciones autónomas regionales 
existentes a principios de la década de los setenta adqui-
rieron paulatinamente competencias como autoridades 
ambientales en el área de su jurisdicción, acordes con 
el Código, iniciándose así la gestión ambiental regional 
de Estado. Además, en el período 1974-1988 se crearon 
doce nuevas corporaciones, que sustituyeron al Indere-
na como autoridad ambiental en diversas regiones del 
país, y que, a semejanza de las que las precedieron, re-
cibieron diversas competencias en materia de desarro-
llo regional, como la construcción de algunas obras de 
infraestructura y la realización de proyectos dirigidos a 
resolver problemas específicos de la región. 

Pero todas las CAR de los años setenta y ochenta (ver 
Cuadro 1), con frecuencia dieron prioridad a sus fun-
ciones de desarrollo, en detrimento de sus funciones 
como autoridad ambiental, y sólo comenzaron a resolver 
esos problemas a mediados de los ochenta, como conse-
cuencia del proceso de descentralización administrativa 
que puso en cabeza de los municipios la mayor parte de 
las funciones de desarrollo que aquéllas tenían. 

Además, las CAR, que en su conjunto abarcaban aproxi-
madamente el 25% del territorio nacional (ver Cuadro 
1), dependían de una oficina del Departamento Nacio-
nal de Planeación (DNP), sin ninguna atribución como 
autoridad ambiental nacional, y en general, similar a la 
de las Corporaciones, más ligada a la visión de la conser-
vación y aprovechamiento racional de los recursos naturales, 
en comparación con el Inderena, que tenía una visión más 
ambientalista (DNP 1989; Fundación Alma 1990). 

El Inderena –la autoridad ambiental nacional– comenzó 
a debilitarse a finales de los años setenta. En primer tér-
mino, se le quitó jurisdicción sobre una parte del país, 
entregándoles las competencias ambientales en algu-
nos departamentos a las nuevas CAR, sobre las cuales, 
como se mencionó, dejó de tener mandato como auto-
ridad nacional. En segundo término, además del debili-
tamiento presupuestal y el consiguiente debilitamiento 
técnico, se le quitaron competencias ambientales fun-
damentales en áreas como la minería o la conservación 
y aprovechamiento de los recursos pesqueros. Como 
se concluyó en un estudio adelantado a finales de los 
ochenta (DNP 1989): 

Inderena carece de los instrumentos jurídicos, finan-
cieros y técnicos para cumplir con la responsabilidad 
que se le ha encargado (Decreto 133 de 1976), ade-
más de que históricamente ha sido disminuida en su 
jerarquía institucional, en sus funciones, jurisdicción, 
presupuesto y personal, lo cual ha debilitado su ges-
tión, en detrimento del ambiente (DNP 1989, 53). 

En síntesis, a finales de la década de los ochenta la ins-
titucionalidad ambiental, creada en el primer gran in-
tento de “hacer más verde” al Estado colombiano, había 
alcanzado una situación que resultaba insostenible. 

Eventualmente, fue una situación que debió de con-
venir a diferentes organizaciones del sector productivo 
del país, público y privado, tal como se manifestó en el 
proceso de la aprobación del Código, que no fue san-
cionado por el presidente Misael Pastrana –quien ha-
bía obtenido autorización del Congreso Nacional para 
expedirlo mediante facultades extraordinarias–, ante la 
fuerte oposición efectuada por la Asociación Nacional 
de Empresarios de Colombia (ANDI) y el sector pe-
trolero, que consideraban que la nueva normatividad 
sería un obstáculo para el desarrollo económico, argu-
mento que siempre se ha escuchado por parte de di-
versos representantes del sector productivo en las tres 
últimas décadas. La llegada del presidente López a la 
Presidencia salvó la gran reforma con el soporte de la 
coalición de ambientalistas del Inderena, no obstante 
la insistencia de la ANDI para que no se expidiera la 
ley (ANDI 1974). 

Pero, de alguna manera, la gran reforma había nacido 
vulnerada, como lo demostró el pronto y rápido declive 
en que entró la gestión ambiental del país. Sin embar-
go, ello no impidió, por ejemplo, que una ambientalista, 
Margarita Marino, liderara como gerente del Inderena 
(1983-1986) una sustantiva gestión, para algunos tan 
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singular que llegaron a apodar a este Instituto como la 
mayor organización no gubernamental del país.2 

La reforma ambiental: 1991-1994

Diecisiete años después de expedido el Código, Colom-
bia fortaleció su normatividad ambiental a través de la 
Constitución de 1991, que consagró más de cincuenta 
artículos sobre medio ambiente y desarrollo sostenible. 
Veinticinco años después de creado el Inderena, se ex-
pidió la Ley 99 de 1993 mediante la cual se crearon el 
Ministerio del Medio Ambiente y el Sistema Nacional 
Ambiental, y se dictaron otras disposiciones.

La Conferencia de Río y la nueva institucionalidad

De manera similar a las reformas institucionales de los 
años setenta, que fueron una respuesta a la Conferencia 
de Estocolmo, la constitucionalización del tema ambiental 
y la expedición de la Ley 99 de 1993 fueron las principales 
respuestas de Colombia a los compromisos adquiridos en 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Am-
biente y Desarrollo, realizada en Río de Janeiro en 1992. 

A similitud de lo ocurrido en la reforma de principios de los 
años setenta, una gran coalición de ambientalistas –unos 
como funcionarios del gobierno y otros como miembros 
de las organizaciones ambientales no gubernamentales– 
contribuyó en forma definitiva a que aquéllas fueran las 
respuestas, a partir de la fructífera experiencia que habían 
adquirido durante más de dos decenios para proteger el me-
dio ambiente. No faltó tampoco la oposición al proyecto de 
ley, adelantada, entre otros, por la ANDI y los sectores de 
la construcción y del petróleo, que llegó a ponerlo en el filo 
de su hundimiento. Pero la firme decisión del presidente 
César Gaviria de sacarlo adelante acabó predominando, lo 
cual se puede interpretar, parafraseando a Julio Carrizosa, 
como una expresión del pragmatismo liberal que, como en 
1974, fue favorecida por el clima internacional en pro de 
la causa ambiental.3 

2	 Se dice, aunque no está confirmado, que fue el mismo presi-
dente Belisario Betancur quien así lo denominó. 

3	 En las Memorias del Primer Ministro del Medio Ambiente de 
Colombia (Rodríguez 1994) se hace un pormenorizado recuen-
to del proceso que condujo a la Ley 99 de 1993. Durante el 
gobierno del presidente Barco (1986-1990) se efectuó una pri-
mera propuesta de reforma de la institucionalidad ambiental, 
materializada en el establecimiento del Darnar, Departamento 
Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Medio 
Ambiente (APROAMBIENTE 1990), y se crearon los grandes 
resguardos y parques nacionales en la Amazonia (FNA 2008).

En efecto, el gobierno de Colombia participó activamen-
te en las negociaciones de los acuerdos que firmaron 
más de ciento veinte jefes de Estado en la denominada 
Cumbre de la Tierra,4 iniciadas en 1988, un hecho que 
evidentemente incidió en la concepción de las normas 
ambientales que se incorporaron en la Constitución 
de 1991, y de las normas que conformaron la Ley 99 
de 1993, que dio origen al Minambiente y al Sistema 
Nacional Ambiental (SINA). Así se refleja, por ejem-
plo, en la incorporación de la concepción del desarrollo 
sostenible en la Constitución (Artículo 80) y en la Ley 
(Artículo 3), así como en el hecho de que en esta última 
se establezca que el proceso de desarrollo económico y 
social del país se orientará según los principios del de-
sarrollo sostenible contenidos en la Declaración de Río 
de Janeiro de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo 
(Artículo 1, Inciso 1, Ley 99 de 1993).

Esta norma de la Ley 99 tiene una gran significación, 
toda vez que esta Declaración contiene 27 principios 
que hacen parte central de las concepciones sobre desa-
rrollo sostenible y sostenibilidad ambiental, como los de 
precaución, del que contamina paga, de las responsabi-
lidades comunes y diferenciadas y de la necesidad de 
considerar en forma integrada el desarrollo económico y 
social y la protección ambiental (UN 1992; Campligio 
et al. 1993).5 

Al Ministerio del Ambiente, establecido como la prime-
ra autoridad ambiental del país en sustitución del Inde-
rena, y responsable de la formulación de las políticas y 
regulaciones ambientales nacionales, se le otorgó, ade-
más, un conjunto de competencias para que interven-
ga en la formulación de las políticas sectoriales (salud, 
agricultura, comercio exterior, relaciones internaciona-
les) en materia ambiental, así como para que determine 
los criterios ambientales que deben guiar los planes y 
programas sectoriales. 

En el contexto de la reforma, se otorgaron competen-
cias ambientales a la Contraloría y a la Procuraduría, 
en el ámbito de las funciones que les son propias, y. 
se estableció una Unidad de Política Ambiental, en el 

4	 Esos acuerdos son: las convenciones de Biodiversidad y Cambio 
Climático, la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desa-
rrollo, la Declaración sobre Bosques, y la Agenda 21, siendo no 
jurídicamente vinculantes estos tres últimos instrumentos. 

5	 No es del caso entrar aquí a plantear una discusión sobre el sig-
nificado de los términos desarrollo sostenible y sostenibilidad 
ambiental, los cuales han sido materia de las más diversas con-
cepciones, definiciones y controversias. Para el caso de los países 
desarrollados, véase Porrit (2006), y para el caso de los países en 
desarrollo, véanse Escobar (1999) y Guimarães (2004). 
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Departamento Nacional de Planeación, como uno de 
los instrumentos para garantizar la incorporación de la 
dimensión ambiental en el Plan Nacional de Desarrollo 
y en los documentos de política económica y social que 
se sometieran a consideración del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social (CONPES). Es un enfo-
que intersectorial que encuentra sus fundamentos en 
diversos mandatos de la Constitución, entre los cuales 
se menciona aquel según el cual los planes de desarrollo 
nacional y territorial deben incorporar lo económico, lo 
social y lo ambiental como sus tres ejes fundamentales 
(Artículo 339). 

En la Ley 99 se designó como autoridades ambienta-
les regionales a 34 corporaciones autónomas regionales 
(CAR),6 que se erigieron en un sistema de gestión re-
gional descentralizado, autónomo y participativo. Para 
el efecto, se crearon dieciséis nuevas corporaciones y se 
reestructuraron las dieciocho que existían en 1993 (ver 
Cuadro 1), y para la gestión ambiental en las ciudades con 
más de un millón de habitantes se establecieron cuatro en-
tidades ambientales urbanas. Se dotó al Sistema Nacional 
Ambiental de cinco institutos de investigación especializa-
dos, con el propósito de que proveyesen al Ministerio de la 
información necesaria para formular la política ambiental. 
En la Constitución y en la Ley 99 se previó un conjunto de 
rentas propias para la Corporaciones Autónomas Regio-
nales y para la gestión ambiental en los municipios.

El surgimiento y puesta en marcha tanto de la reforma 
de principios de los noventa como la reforma de princi-
pios de los setenta se explican bien a través del modelo 
de “Regímenes de Políticas” formulado por Carter A. 
Wilson (2000), para entender el porqué de los cambios 
sustanciales de las políticas públicas. En este modelo 
se establece que un detonante particular –en este caso, 
los acuerdos de Estocolmo, de 1972, de Río de Janeiro, 
de 1992, y las circunstancias muy particulares que los 
rodearon– crea fuertes presiones que conllevan un cam-
bio sustancial de política. Y este último ocurre con cam-
bios en el paradigma de política –la visión ambientalista 
de los sesenta y la visión del desarrollo sostenible de 
los noventa–, alteraciones en los arreglos del poder –la 
alianza de los gobiernos de López y Gaviria con grupos 
de interés favorables a la reforma ambiental– y transfor-
maciones importantes en los arreglos institucionales –el 
Código de los Recursos Naturales Renovables (1974) 
y la reforma del Inderena (1976); y la Constitución de 

6	 La Corporación de la Sierra Nevada de Santa Marta, una de 
las 34 CAR previstas por la Ley 99 de 1993, finalmente no se 
estableció, y fue eliminada en posterior acto legislativo. 

1991 y la creación del Minambiente y del Sistema Na-
cional Ambiental (SINA) en 1993–.7 

 Además, parafraseando a Julio Carrizosa, en ambas re-
formas el cambio del régimen de políticas es hijo del 
liberalismo pragmático de los gobiernos presididos por 
Alfonso López y César Gaviria, orientación que jugó en 
las tres dimensiones de los cambios de régimen de las 
políticas, que, según Wilson, interactúan en formas re-
lativamente complejas. El hecho de que las reformas 
se hayan dado durante presidencias de corte liberal es 
consistente con la historia de los períodos de fortale-
cimiento de la política ambiental tanto en los países 
desarrollados como en desarrollo, que por lo general, 
ha coincidido con gobiernos progresistas, liberales y de 
izquierda (Janicke y Weidner 1997). 

Ascenso y declive del Ministerio  
del Medio Ambiente

En un estudio de Henry Mance (2008), titulado sugesti-
vamente “La política de sostenibilidad: ascenso y declive 
del Ministerio del Medio Ambiente colombiano”, se señala 
que a partir de la expedición de la Ley 99 de 1993, durante 
los gobiernos de los presidentes Ernesto Samper y Andrés 
Pastrana (1994-2002), se registra un proceso de conso-
lidación restringida del Ministerio. Las restricciones en 
el proceso de consolidación del Ministerio y su posterior 
declive son explicados por Mance a partir de la gran vul-
nerabilidad a los cambios en lo político que encuentra en 
la institucionalidad ambiental, que es, además, relativa-
mente mayor que la de otros sectores del gobierno. 

En efecto, durante el período se dieron algunos retro-
cesos en la normatividad, al lado de sustantivos avances 
en la gestión. Los primeros se produjeron aun durante 
el tiempo que estuvo Juan Mayr, un reconocido am-
bientalista, frente el Ministerio (1998-2002). Así, por 
ejemplo, se reformó el Código de Minas, que les restó 
al Minambiente y a las Corporaciones Autónomas Re-
gionales competencias en el campo de otorgamiento de 
las licencias ambientales en el sector minero, un he-
cho que revela la impotencia del Minambiente frente a 
ciertas intervenciones que lleva a cabo el sector privado 
para hacer más laxa la legislación ambiental. Así mismo, 
durante este período comenzaron a declinar las asigna-
ciones del presupuesto nacional para la gestión ambien-
tal, como se registra en la siguiente sección. 

7	 Roth (2002) ha interpretado el cambio de políticas en los dos 
períodos considerados a partir de la aproximación denominada 
advocacy coalitions, de Sabatier (1993).
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Según Mance: 

Bajo los gobiernos de Samper y Pastrana la vulnera-
bilidad institucional del Ministerio no se manifestó 
totalmente. Pero bajo el presidente Uribe, el cambio 
ha sido innegable. Con su interpretación del contexto 
político se ha explotado la vulnerabilidad del Minis-
terio para debilitarlo (Mance 2008, 1).

Y señala que la institucionalidad ambiental nacional su-
frió un gran declive con la fusión del antiguo Ministerio 
del Medio Ambiente con gran parte del Ministerio de 
Desarrollo (agua potable, saneamiento básico y desarro-
llo territorial). Una situación advertida tempranamente 
por uno de los órganos de control del Estado:

Como lo ha repetido a lo largo de los últimos tres años la 
Contraloría General de la República –CGR–, el sector 
ambiental en el país bajo la actual administración, ha 
sufrido un claro debilitamiento (CGR 2005, 4).

Fue una fusión que se adelantó a partir del ofrecimiento 
de naturaleza electoral que durante la campaña hacia 
la Presidencia, hiciera Álvaro Uribe de producir un re-
mezón en las instituciones gubernamentales del orden 
nacional. Finalmente, la oferta electoral se puso en 
marcha en el caso ambiental sin que mediara una eva-
luación sobre su conveniencia. Además, al mismo tiem-
po que se anunciaba la reforma, el ministro del Interior, 
Fernando Londoño, hizo temerarios señalamientos a las 
organizaciones no gubernamentales ambientales, acu-
sándolas de lobos vestidos de ovejas, es decir, aliados 
de la subversión parapetados en una actividad aparente-
mente noble.8 Nunca, en la historia del ambientalismo 
en Colombia, un gobierno había comenzado tan lejos de 
los ambientalistas. 

Otra evaluación sobre la gestión ambiental del Ministe-
rio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (MA-
VDT), adelantada en 2007 por iniciativa del gobierno 
de Holanda como base para definir su programa de co-
operación para el fortalecimiento institucional del Vice-
ministerio del Ambiente, concluye que aquél, desde su 
creación en 2003, se ha caracterizado por su muy baja 
integración con los viceministerios de Agua y Vivienda, 
que entre 2002 y 2006 el campo ambiental tuvo una 

8	 Esta declaración de Londoño fue hecha en el mes de julio 
de 2002, ya nombrado como ministro, y antes de posesionar-
se el presidente Uribe. Un amplio grupo de ambientalistas 
envió al candidato electo una carta sobre el particular, pero 
nunca la respondió.

menor prioridad desde el punto de vista presupuestal, 
en comparación con estos dos viceministerios, y que en 
el mismo período se registra un debilitamiento en la ca-
pacidad técnica, financiera y de liderazgo de la política 
ambiental nacional, en comparación con la institucio-
nalidad preexistente (Embajada Real de los Países Bajos 
2007). Y todo ello se expresa en una pérdida sustancial 
de la capacidad de ejercer sus funciones básicas como 
autoridad central y como coordinador del SINA, en as-
pectos centrales de regulación, planificación y defini-
ción de políticas (FNA9 2008).

Debilitamiento de la gestión ambiental sectorial

La capacidad gubernamental del orden nacional para 
hacer más verdes sus políticas se debilitó sustancial-
mente con la práctica eliminación de la Unidad de Po-
lítica Ambiental del Departamento Nacional de Planea-
ción, en el año 2003, que tenía el propósito de asegurar 
la incorporación del tema en los planes y programas de 
los diferentes sectores.10

Pero el debilitamiento de la capacidad sectorial para la 
gestión ambiental ha ido más allá, como lo evidencia el 
caso del Ministerio de Relaciones Exteriores, que, de 
desempeñar un papel proactivo en la política exterior 
colombiana en el ámbito ambiental, hoy cuenta con 
una capacidad técnica sustantivamente inferior a la 
que tuvo en los noventa,11 o el Ministerio del Trans-
porte, que llegó a tener una de las unidades ambien-
tales más fuertes entre los ministerios de su ramo en 
Latinoamérica (Quintero y Sánchez 1998), de la cual 
queda muy poco. 

Más aún, algunos ministerios han cumplido un papel 
negativo en la protección ambiental. Así, el Ministerio 
de Transporte parece haber incidido en el otorgamiento 
de las licencias ambientales para la construcción de los 
puertos de Palermo y Dibuya, con un alto impacto en 
áreas ecológicamente sensibles (Correa 2006). Además, 
este Ministerio adelanta la construcción de la carretera 
Las Ánimas-Nuquí y ha anunciado la construcción de la 
carretera del Tapón del Darién, de la Acuavía del Pacífi-

9	 FNA: Foro Nacional Ambiental. 
10	 En los inicios del segundo mandato del presidente Uribe se 

anunció que se reconstituiría, en parte, la Unidad de Política 
Ambiental, pero es un anuncio que se había concretado muy 
parcialmente a finales de 2008.

11	 Entrevista realizada conjuntamente con Paula Moreno a An-
drea Albán, directora de la División de Asuntos Especiales del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, mayo de 2004, como par-
te de una investigación realizada sobre la política exterior de 
Colombia en el campo ambiental (Rodríguez 2005).
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co y del puerto de Tribugá; todas ellas obras ubicadas en 
el Chocó biogeográfico, que los anteriores gobiernos se 
habían abstenido de construir en virtud de sus enormes 
problemas ambientales. 

A su vez, el Ministerio de Agricultura tuvo, además del 
Minambiente, una alta incidencia en la formulación de 
la Ley Forestal, que, sancionada por el gobierno, fue 
posteriormente declarada inconstitucional por parte de 
la Corte Constitucional, como consecuencia de haber-
se violado la disposición legal de la consulta previa a 
las comunidades indígenas. Esta ley, favorable al sector 
maderero, era claramente inconveniente desde la pers-
pectiva ambiental, como lo arguyeron diversos grupos 
de la sociedad civil y el Procurador General de la Na-
ción y tal como fue sustentado en la demanda ante la 
Corte Constitucional (Azuero et al. 2006; Mayr et al. 
2006; Maya 2005). 

Por su parte, Ingeominas, una entidad adscrita al Mi-
nisterio de Minas y Energía, ha concedido títulos mi-
neros en los páramos, los parques nacionales y otros 
valiosos ecosistemas (Vieira 2007), situación que dio 
lugar a un debate público a principios de 2009. Pero 
el ministro del Ambiente, Juan Lozano, y su vicemi-
nistra, Claudia Mora, adoptaron una posición vertical 
en contra de aquella minería que ponga en riesgo la 
protección del agua, y han buscando anular los títu-
los mineros concedidos en los páramos y excluir de tal 
actividad éstas y otras áreas de especial valor ecológico 
(El Espectador 2009). 

Los anteriores hechos simplemente confirman la mayor 
prioridad que le ha dado el gobierno del presidente Uri-
be a áreas como la defensa, la inversión extranjera y la 
explotación de los recursos naturales, frente a la protec-
ción ambiental que, en los casos señalados, parecería 
constituir un obstáculo frente a esos propósitos. 

Pero también en las anteriores ilustraciones se identi-
fica cómo no ha existido una política monolítica sobre 
el papel de la gestión ambiental en el gobierno central. 
Mientras que durante el primer período de Uribe el Mi-
nisterio del Ambiente, en alianza con el de Agricultura, 
promovieron una ley forestal altamente inconveniente 
desde la perspectiva ambiental, en el segundo período 
Minambiente se ha enfrentado al Ministerio de Minas 
en relación con los títulos mineros en zonas de especial 
valor ecológico. La única forma de interpretar estas dos 
situaciones contradictorias es señalar el mayor compro-
miso que parece caracterizar al ministro Juan Lozano 
(segundo mandato de Uribe) con la causa ambiental, 

en comparación con sus dos antecesoras, Cecilia Ro-
dríguez y Sandra Suárez. Así lo revelan no solamente 
sus acciones sino también su discurso, lo cual indica 
que la posición personal del Ministro siempre tiene un 
margen de acción. Sin embargo, el mayor compromiso 
de Lozano –soportado en gran parte en la posición de su 
viceministra, Claudia Mora, una ambientalista de larga 
tradición– ha encontrado sus límites frente a un gobier-
no concentrado en el desarrollo económico y la defensa. 
Así lo demuestran algunos de los casos antes expuestos 
y el otorgamiento a la Drummond de la licencia para 
adelantar la mayor explotación minera de que se tenga 
noticia en el país, no obstante su pobre récord en mate-
ria de gestión ambiental (PGNRC 2007); un hecho que 
parecería ser el fruto de las presiones del alto gobierno 
sobre el Ministerio para que se concediera. 

Recursos económicos en declive 
La prioridad otorgada por el gobierno nacional al Minis-
terio del Medio Ambiente y al SINA, desde su creación, 
se refleja en la evolución de los recursos económicos 
con los cuales han contado. En este punto es necesario 
precisar que la financiación del SINA tiene dos gran-
des componentes: en primer lugar, las rentas propias de 
las corporaciones autónomas regionales previstas en la 
Constitución y en la Ley 99 de 1993, en las cuales tie-
nen un gran peso las transferencias del impuesto predial 
de los municipios, las transferencias del sector eléctrico 
y las altas rentas de capital de algunas de ellas, y que 
son rentas que por su origen se concentran fundamen-
talmente en ocho de las CAR. Y, en segundo término, 
los aportes del Presupuesto General de la Nación al res-
to del SINA, dependiendo de este presupuesto, de ma-
nera determinante, el Sistema de Parques Nacionales 
Naturales, los cinco institutos de investigación, buena 
parte de las corporaciones autónomas regionales, todas las 
corporaciones de desarrollo sostenible y el Viceministerio 
del Ambiente (hasta 2003, el Ministerio del Ambiente). 
De conformidad con las cifras presentadas por Guillermo 
Rudas en un debate realizado sobre el SINA: 

El comportamiento de los aportes del PGN al SINA 
refleja, durante los tres primeros años de su opera-
ción, un creciente nivel de prioridad otorgado por 
las autoridades nacionales a la estructuración del 
Sistema. Sin embargo, en los siguientes años se pre-
senta una marcada disminución de esta prioridad, 
expresada, en primer lugar, en el acelerado declive en 
términos absolutos de esta asignación. Además, en la 
notable pérdida de participación del SINA en el total 
del PGN, pasando de representar un 0,52 por ciento 
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del mismo en 1996, a solo un 0,14 por ciento en 
2006. Lo cual indica una notable pérdida de la priori-
dad relativa otorgada por el Estado al tema ambiental, 
frente a otros componentes de la política pública. Y, 
consistentemente con esto, en una marcada pérdida 
de importancia del presupuesto nacional ambiental 
como porcentaje del PIB, bajando de un 0,11 por 
ciento en 1996, a solo un 0,04 por ciento en 2006; es 
decir, una tendencia inversa de estos recursos, frente 
al incremento de los impactos ambientales derivados 
del crecimiento económico y de la población.

Se han fortalecido las rentas propias de algunas cor-
poraciones, dentro de las que se destacan principal-
mente la CVC, la CAR, Corantioquia, la CDMB, la 
CRC, la CVS, Cornare y Corpoguajira. Este es el 
resultado del sólido aporte de sus principales fuen-
tes de financiación: el impuesto predial, las trans-
ferencias del sector eléctrico, las regalías por explo-
tación de recursos mineros, y las rentas de capital 
acumulado. Como resultado, la tendencia histórica 
de este componente del financiamiento de la política 
ambiental muestra un crecimiento sostenido como 
porcentaje del PIB, subiendo del 0,14 por ciento en 
1996, al 0,28 por ciento en 2005; y una participa-
ción igualmente creciente en el PGN, pasando del 
0,65 por ciento en 1996 al 0,91 por ciento en 2005. 
No obstante, este comportamiento positivo no puede 
ocultar las grandes deficiencias, y la marcada tenden-
cia al deterioro presupuestal, de la mayoría de las cor-
poraciones autónomas regionales y de las corporacio-
nes de desarrollo sostenible. En efecto, dos terceras 
partes del total nacional de las rentas propias de las 
corporaciones, se concentran en únicamente las ocho 
aquí reseñadas (FNA 2008, 2).

De acuerdo con los estudios de Rudas (2008a, 2008b), la 
disminución de la asignación de los recursos del Presu-
puesto General de la Nación se puede interpretar como 
una consecuencia de la crisis económica que el país su-
frió a finales de la década pasada, que afectó también la 
asignación a los otros sectores. Al final del período del pre-
sidente Pastrana, cuando ya la crisis comenzaba a superar-
se, se produce un incremento de la asignación del PGN 
al sector ambiental, que puede ser interpretado como una 
señal de la necesidad de regresar a los niveles anteriores. 
Pero, de nuevo, esa asignación sufre un decrecimiento 
durante la primera administración del presidente Álvaro 
Uribe, en contraste con otros sectores como defensa, 
educación y transporte, que registran sustantivos incre-
mentos, un hecho que simplemente expresa la menor 
prioridad otorgada por el gobierno al tema ambiental. 

Esta tendencia estaría siendo parcialmente contrarres-
tada en los dos primeros años del segundo mandato del 
presidente Uribe por un aumento en las asignaciones 
presupuestales a parques nacionales y a los institutos de 
investigación, pero como se ha subrayado:

[…] para cambiar la tendencia histórica se requiere 
no solo mantener este esfuerzo, sino consolidarlo y 
ampliarlo hacia los otros componentes del SINA, 
los cuales siguen estando seriamente afectados por 
la declinante tendencia de asignación de recursos 
nacionales al SINA en los últimos 10 años (FNA 
2008, 2).

Declive de las CAR como autoridades ambientales

Las CAR han sido debilitadas como autoridades am-
bientales en el período 2002-2008, como lo eviden-
cian múltiples hechos, entre los cuales se destacan la 
menor disponibilidad de recursos económicos con que 
cuentan, la mayor parte de las CAR, para la gestión am-
biental –tal como se examinó en la sección anterior–; la 
disminución de su capacidad técnica y de control, y el 
debilitamiento de instrumentos de política críticos para 
la protección del medio ambiente. 

Durante los dos mandatos del presidente Álvaro Uribe 
se ha ordenado a las CAR que inviertan parte de sus 
recursos en el sector de agua potable y saneamiento 
básico, una situación que ha aminorado en forma pre-
ocupante los recursos económicos disponibles para la 
gestión ambiental en por lo menos veinte corporacio-
nes (la disminución podría alcanzar el 36%, en términos 
reales), trasladándoles responsabilidades propias de las 
entidades territoriales (Rudas 2008b). Sobre el particu-
lar, en el año 2008, la Contraloría General de la Repú-
blica se pronunció en los siguientes términos:

Se deduce que el gasto ambiental se ha concentrado 
en satisfacer la prestación de servicios públicos domi-
ciliarios (p.e. demanda de agua) en comparación con 
los mínimos recursos destinados a garantizar la oferta 
de bienes y servicios ambientales, al menos por la vía 
de la reforestación. De esta forma, en los entes terri-
toriales se están invirtiendo recursos en actividades 
que, sólo en algunos casos, generan beneficios con-
cretos para la protección, conservación y uso sosteni-
ble de los ecosistemas y sus recursos asociados, razón 
por la cual se considera que la gestión ambiental 
territorial tiene serias debilidades (CGR 2008, 8).

En el mismo sentido se pronunció la Procuraduría General 
de la Nación, que conceptuó que las CAR no pueden utili-
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zar sus recursos en la construcción de acueductos y sanea-
miento básico que se prevén en los Planes Departamenta-
les de Agua, que se están elaborado con la orientación del 
Viceministerio del Aguas del MAVDT desde 2007.

La capacidad para ejercer las funciones propias de la 
autoridad ambiental regional se ha visto también debi-
litada por la disminución del número de funcionarios 
y técnicos al servicio de las CAR, como consecuencia 
de la directiva presidencial de disminuir el presupues-
to de funcionamiento en beneficio del presupuesto de 
inversión, en forma tal que alcancen, respectivamente, 
el 33% y el 67% del total.12 Ello obligó a las CAR a dis-
minuir la planta de personal entre un 20% y un 40%,13 
a pesar de que era insuficiente para ejercer sus funcio-
nes, según una evaluación que se efectuó para el Banco 
Mundial (Blackman et al. 2004, 80). Esta política es 
incongruente con su rol fundamental de autoridad am-
biental, que exige una masa crítica de técnicos para el 
establecimiento de las regulaciones, el otorgamiento de 
permisos y licencias y el control ambiental de los diver-
sos actores económicos, entre otros.

Así mismo, dos de los instrumentos económicos funda-
mentales para la gestión ambiental de las CAR, la tasa 
de uso del agua y la tasa retributiva, han sido vulnerados. 
La tasa de uso del agua fue rebajada sustantivamente al 
principio del primer gobierno del presidente Uribe y la 
tasa retributiva no ha sido actualizada, situación que ha 
llevado a que estos dos instrumentos hayan perdido la 
efectividad respecto a los propósitos para los que fueron 
creados (Rudas 2008b). Estas dos situaciones simple-
mente expresan el objetivo de favorecer al sector pro-
ductivo al hacer prácticamente gratis el uso del agua y 
disminuir las exigencias ambientales y las cargas econó-
micas, y al neutralizar la tasa retributiva.

Diferente al declive que han sufrido las CAR como au-
toridad ambiental, como consecuencia de las decisiones 
tomadas en los dos mandatos del presidente Uribe, se 
subraya que éstas, en su conjunto, adolecen de diversos 
problemas de gobernabilidad (falta de transparencia, po-
litización, dificultades para definir sus prioridades), de 
deficiencias de coordinación con el Ministerio del Am-
biente (unas derivadas del débil liderazgo del MAVDT, 

12	 En los dos consejos comunitarios especializados sobre las 
CAR, realizados durante la primera administración Uribe, el 
Presidente dio instrucciones sobre el particular (Consejo Co-
munal, Corporaciones Autónomas Regionales, Universidad de 
la Sabana, Chía, 6 y 7 de septiembre de 2003; Consejo Comu-
nal, SINA, Cali, noviembre 6 de 2004).

13	 Entrevistas con cinco directores de las CAR. 

y otras, de los conflictos derivados de la interpretación 
que han dado las CAR a su naturaleza autonómica) y de 
dificultades de coordinación con las autoridades urbanas 
–en gran parte, como consecuencia de la falta de claridad 
en la Ley 99 respecto a las competencias de las unas y las 
otras– (CTC142006; Canal 2007). Y se subraya también 
que, si bien muchos de los problemas y dificultades son 
comunes a la casi totalidad de las CAR, su profundidad 
varía enormemente entre ellas, al punto de que el desem-
peño de algunas de las corporaciones se considera sobresa-
liente, en comparación con el de las autoridades regionales 
de los otros países en desarrollo (FNA 2008).

Fortalezas y nuevos signos de debilitamiento

Pero en medio de estos problemas y dificultades, una 
visión retrospectiva de la institucionalidad del SINA 
resulta positiva en muchos aspectos, como se registra 
en diversas evaluaciones (Sánchez, Kulsum y Yewande. 
2007), y en un debate sobre la misma se reconoció:

El esquema del SINA permitió estructurar autori-
dades ambientales regionales relativamente fuertes, 
con fuentes de financiación parcialmente blindadas 
frente a cambios de prioridad en las decisiones fiscales 
nacionales. Y capaces de enfrentar, en muchos casos, 
grandes retos impuestos por la gran heterogeneidad 
regional. Todo esto, retomando una importante expe-
riencia y desarrollo institucional construido durante 
más de cinco décadas en varias regionales del país, 
con sus respectivas corporaciones. 

Un elemento central de las fortalezas del SINA lo cons-
tituye la concepción del esquema institucional, carac-
terizado por el carácter descentralizado, autónomo y 
democrático de las corporaciones regionales. Este factor 
se constituye en un elemento fundamental que hay que 
seguir desarrollando, en toda su potencialidad, antes de 
someterlo a intentos de reforma institucional que fácil-
mente podría menoscabar sus virtudes, especialmente 
bajo las actuales condiciones (FNA 2008, 4-5).

En general, si se examinan las CAR y el MAVDT en 
su conjunto desde que se aprobó la Ley 99, se puede 
afirmar que muestran logros y avances en la gestión am-
biental, muchos de ellos sustantivos (Canal 2007). Es 
una afirmación también cierta para la gestión ambiental 
en los dos mandatos del presidente Uribe, en especial, 
en el segundo período, así ésta se haya realizado en un 

14	 CTC: Corporación Transparencia por Colombia. 
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escenario de declive de la política ambiental. Pero el 
deterioro ambiental del país –que ha sido ampliamente 
documentado tanto por un informe del Banco Mundial 
(Sánchez et al. 2007) como por el IDEAM (2004)– in-
dica que el MAVDT y las CAR están aún lejos de alcan-
zar los propósitos para los cuales fueron creados.

Infortunadamente, parecen soplar vientos de reforma 
en detrimento de la gestión ambiental. En diciembre de 
2008, el Presidente ordenó públicamente al Ministro 
del Ambiente que, mediante una nueva ley, se eliminen 
aquellas corporaciones cuyos presupuestos solamente 
alcanzan para su funcionamiento y que se fusionen con 
otras, buscando recortar los costos de funcionamiento 
consolidados en favor de la inversión.

Además, en la misma intervención,15 instó al Ministerio 
y a las CAR para que dediquen parte de sus recursos 
de inversión a enfrentar los desastres generados por la 
ola invernal. Como reacción a ésta y otras orientaciones 
presidenciales referentes a las CAR, el Director de la 
Carder, una de las corporaciones más distinguidas del 
país por su desempeño, afirmó: 

Se pretende que las CAR atiendan emergencias, ade-
lanten prevención de desastres, respondan por las 
consecuencias del invierno y construyan obras de 
infraestructura, cuando su espíritu es ser autoridad 
ambiental, proteger los recursos naturales, promo-
ver el ecodesarrollo e incentivar la sensibilidad y la 
educación ambiental […] El gobierno nacional no 
puede exigirles a las CAR invertir en proyectos que 
se salen de su órbita y atentan contra su misión 
(Carder 2009, 1).

Consideraciones finales

En este artículo se ha intentado ilustrar las dificultades 
que existen para “hacer más verde” al Estado colombia-
no, un fenómeno que es común en los países en desa-
rrollo y desarrollados. El principal factor que favorece 
esa situación son los diferentes conflictos existentes, y 
no resueltos, entre los modelos de desarrollo económico 
y la protección ambiental, los cuales se reflejaron en 
el debilitamiento de la primera gran reforma ambiental 
que se efectúo en el país a principios de los años setenta. 

15	 Consejo Comunal de Riesgos y Atención de Desastres. Sena, 
Seccional Bogotá, 6 de diciembre de 2008. (Efectuado en ca-
dena con varias ciudades, vía satélite).

 Estos conflictos se agudizaron a principios de la déca-
da de los noventa (Guimarães 2004), cuando al mis-
mo tiempo que el concepto de desarrollo sostenible se 
consagró en el más alto nivel político, y se acordaron 
convenios y declaraciones ambientales históricos en la 
Conferencia de Río, en 1992, se estaban resolviendo 
las negociaciones finales de la Ronda de Uruguay, que 
concluyeron en la creación de la Organización Mundial 
de Comercio, conducente a acelerar la internacionaliza-
ción de la economía (OECD16 1997). 

En muchos países en desarrollo la globalización ha 
incentivado grandes transformaciones en su aparato 
productivo, muchas veces con un impacto ambiental 
de consideración. Así se refleja en el caso de Colom-
bia, que se está convirtiendo con gran velocidad en un 
país minero, y eventualmente se convertirá en un gran 
productor de agrocombustibles, dos actividades de alto 
impacto ambiental. El hecho de que las exportaciones 
de Colombia se hayan multiplicado por cuatro, en tér-
minos absolutos, en los últimos seis años, indica cuán 
profunda está siendo esa transformación productiva en 
nuestro país. Y se puede afirmar que el debilitamiento 
de la institucionalidad y la política ambientales, en los 
últimos seis años, corresponde a la visión según la cual 
para impulsar este modelo de crecimiento económico 
exportador, basado en gran parte en la inversión extran-
jera, es necesario quitar del camino aquellos obstáculos 
que, como muchas de las políticas y normas ambien-
tales, puedan obstruir estos propósitos. Los actos de 
gobierno, expuestos a lo largo de este escrito, así como 
las reiteradas expresiones de los altos funcionarios del 
gobierno, de crear las condiciones más favorables para 
atraer la inversión extranjera y de facilitar las cuestiones 
ambientales, apuntan en esa dirección. Es una visión 
sobre lo ambiental que constituye un gran retroceso 
con relación a la que motivó la reforma de principios 
de los noventa y que, además, no tiene en conside-
ración las más recientes formulaciones que ubican 
la sostenibilidad ambiental del desarrollo como uno 
de los objetivos fundamentales de toda sociedad, en 
el contexto del capitalismo globalizado (Porrit 2006). 
Pero es necesario subrayar que el debilitamiento de 
la política ambiental se asocia también con la concen-
tración del gobierno en la política de seguridad demo-
crática, un factor que, en general, ha restado recursos 
no sólo a aquella política sino también a las políticas 
sociales (CNP17 2004).

16	 OECD: Organization for Economic Cooperation and Development
17	 CNP: Consejo Nacional de Planeación.
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La gran dependencia que tiene la política ambiental 
de la voluntad de los mandatarios es otro factor que 
ha dificultado hacer más verde el Estado, como se ha 
mostrado en este artículo para nuestro país, y como, en 
general, ha sido evidenciado tanto en los países desa-
rrollados como en desarrollo (Mance 2006a; Janicke y 
Weidner 1997). Ello facilita que las reformas dirigidas 
a fortalecer la política ambiental, adelantadas por uno o 
más gobiernos, puedan ser debilitadas por otro gobierno 
que, por cualquier razón, considera que ésa no es una 
prioridad. Es decir, la institucionalización de lo ambien-
tal dentro del aparato estatal es más vulnerable a la vo-
luntad de los jefes de Estado, en comparación con áreas 
de la gestión pública más tradicionales, como lo reveló 
claramente el caso de G. W. Bush como presidente de 
Estados Unidos (Kennedy 2004). El fenómeno de la vul-
nerabilidad de la institucionalidad ambiental, en manos 
de la voluntad de los jefes de Estado –que opera tanto 
para su debilitamiento como para su fortalecimiento–, 
se habría presentado en otros países de América Latina 
y el Caribe durante las dos últimas décadas, según una 
exploración preliminar efectuada para Argentina, Brasil, 
Ecuador, México y Perú (Rodríguez 2008).

Esta dependencia de la política ambiental de la volun-
tad del jefe de Estado es favorecida, en parte, por la 
debilidad relativa de los grupos de la sociedad civil in-
teresados en el tema. Es una situación que se hace aún 
más aguda en los países en desarrollo, en donde amplios 
grupos de la población luchan por sus necesidades más 
inmediatas de salud, educación, vivienda y seguridad, 
estando lo ambiental muy lejano de sus preocupacio-
nes. Este último es un aspecto que no se exploró en este 
artículo, pero como se indicó, los presidentes de Co-
lombia han podido dirigir la política ambiental en asun-
tos esenciales, teniendo en cuenta a las organizaciones 
de la sociedad civil y buscando su apoyo, cuando se 
proponen dar prioridad al tema ambiental –como ocu-
rrió en los gobiernos de los presidentes César Gaviria y 
Alfonso López–, o ignorándolas, e incluso atacándolas 
y desprestigiándolas, cuando de lo que se trata es de 
vulnerar la institucionalidad y las políticas ambientales, 
como sucedió desde los inicios de la administración del 
presidente Álvaro Uribe. �
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Anexo. Creación de las Car

Origen institucional Corporación

Creadas antes de la Ley 99 (mantienen estructura, denominación y jurisdicción) CARDER•	
CORPONARIÑO•	
CORPONOR•	
CORTOLIMA•	
CRQ•	
CORNARE•	
CVC•	

Creadas antes de la Ley 99 (modifican denominación y/o jurisdicción) CORPAMAG•	
CORPOCESAR•	
CORPOGUAJIRA•	
CORPOCALDAS•	
CRC•	
CVC•	
CAR•	
CDMB•	

Creadas por la Ley 99 CORPORINOQUIA•	
CARSUCRE•	
CAM•	
CORANTIOQUIA•	
CRA•	
CAS•	
CORPOBOYACÁ•	
CORPOCHIVOR•	
CORPOGUAVIO•	
CARDIQUE•	
CSB•	

Creadas por la Ley 99 (nuevas) CDA•	
CORALINA•	
CORMACARENA•	
CORPOMOJANA•	

Corporaciones de Desarrollo Sostenible creadas por Ley 99 (modifican denominación) CORPOAMAZONÍA•	
CODECHOCÓ•	
CORPOURABÁ•	

Tomado de Canal y Rodríguez 2008. 
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